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6. También en este caso laresp~esta ha de ser nega­
tiva. Ante todo, en la fase de instrucción en la que en
este momento se encu~ntra el proceso, elart. 396
L.E.Crim.permite al imputado, en su párrafo primero,
«manifestar cuanto tenga por conveniente para su excul,.
pación o para la explicación de Io.s hechos, evacuándose

,con urgencia ías citas que hiciere y las demás diligencias
que propusiere" si el Juez las estima conducentes para
la comprobación de sus manifestaciones)). De otra parte,
de acuerdo con el art. 400 L.E.Crim., «el procesado podrá
declarar cuantas veces quisiere, y el Juez recibirá inme-'
diatamente la' declaración si tuviere relación con la
causa)). . .

Igualmente, por lo que hace a' la posterior fase de
juicio oral, conviene destacar la importancia del «derecho
a la última palabra)), con independencia de otrasexpre- ;
siones del derecho a la autedefensa contenidas en los
arts. 655, 708, 713, y 793.3.° L.E.Crim. En relación, ­
concretamente, con el derecho a la «última palabra)) este
Tribunal ha tenido ocasión recientemente de destacar
cómo el art.J39 LE.Crim. «ofrece al acusado.el"derecho
a la última palabra" (Sentencia del T.S. de 16 de julio
de 1984), por sí mismo, no como(una mera formalidad,
sino -en palabras del Fiscal que la Sala asume- "por
razones íñtimamente' conectadas con el derecho a la
defensa que tiene todo acusado al que se brinda la opor­
tunidad final para confesar los hechos, ratificar o rec­
tificar sus propias declaraciones olas de los coimputados .
o testigos, o incluso discrepar de su defensa o com­
pletarla de alguna manera~. La raíz profunda de todo
ello no es sino el, p~incipio de que nadie pueda ~er con­
denado sin ser oido, audiencia personétl, que, aun cuando
mínima, ha de separarse como garantía de la asistencia
letrada, dándole todo el valor que por sí misma te corres­
ponde. La viv~ voz del acusaqo .es un elemento per­
sonalísimo y esencial para su defensa en juicio)) (STC
181/1994~ fundamento jurídico 3.°). '

La conclusión de todo' eno es que las normas que
rigen el proceso en el que el de"'andante de amparo
figura como acusadó,' sin excluir la asistencia técnica

. de Letrado requerida por la L.E.Crim. con carácter general
excepto' en el juicio de faltas, le permiten su derecho
a expresar directamente y sin mediación alguna las razo­
nes de conciencia que motivan la conducta por la que·
se le juzga, de tal manera que, en lo sustancial, respetan
el derecho, a hacer cuantas 'alegaciones ,estime proce­
dente en defensa de sí mismo,procedie'ndo, por tanto,'
la denegación del amparo sC?licitado~

FALLO

En, atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons,.
tituciorial, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE 'LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIóN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín' Oficial del
Estado)).'

Dada en Madrid, a seis de febrero de mil novecientos
nov~nta y cinco.-Miguel Rodríguez-Piñero' y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno~n-_

dra.-Rafael de MendizábaIAllende.-Pedro Cruz Vi1Ia-
, lón.-Firmado y rubri<cado.

6118' Sala Primera. Sentencia 30/1'995, ae 6 de
fel;Jrero de 1.995. Recurso de-amparo
808/1993. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Barcelona, en vía de apelación

. frente a la dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm., 3 de Sabadell en' juicio' de
menor cuantía. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: indefensión causada
por actuación indebid~ del órgano judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, co~pues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra" don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VilJalón, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMaRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 808/93 interpuesto
por la Generalidad de Cataluña, representada y dirigida
por el Letrado oon Xavier Muñoz i Puiggrós contra la
Sentencia de 15 de febrero de 1993 de la Sección Deci-

• mocuarta de la Audiencia Provincial de Barcelona, dic­
tada en el rollo de apelación 522/91., Ha comparecido
el Minist~erio Fiscal. Y ha sido Ponente el Magistrado
don Carlos de la Vega Benayas, quien expresa el parecer
de la Sala. '

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 17 de marzo de' 1993, la Generalidad de· Cataluña
formuló demanda de amparo contra la Sentencia de ·15
de febrero de 1993 de la Sección Decimocuarta de la
Audiencia Provincial de Barcelona. dictada en el rollo
de apelación- 522/91. '

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) Interpuesto recurso de apeLación contra la Sen­
tenCia dictada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3
de Sabadell en.el juicio de menor cuantía 397/84, el
recurso se tramitó ante la Sección·Decimocuarta de la
Audiencia Provincial de Barcelona (rollo 522/91) Y t~as
diversas vicisitudes que no son del caso, la Generalidad
de Cataluña compareció como parte apelada; sin embar­
go, el es'crito de personación se traspapeló en la oficina'
de reparto de la Aupiencia Provincial lo que determinó
que se celebrase la vista de apelación sin la citación
y presencia de la apelada, con la intervención única­
ménte del Letrado de la parte apelante.

. - b) El 15 de f~brer'O de 1993 se dictó Sentencia,
notificada a la Generalidad el 23 de febrero de~ 1993,
en la que se estimó el recurso y se revocó la Sentencia
de instancia, declarando el derecho de propiedad de la
actora sobre una finca ocupada por la Generalidad y
condenándola a su restitución.

3. La demanda funda su queja de amparo en la
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del
arto 24. 1 C.E. y.la indefensi9n padecida por la circuns­
tancia de que la Sentencia de apelación fue dictada sin
que la Generalidad fuese citada p~Ta la vista ,del recurso
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pese, a haber comparecido como apelada dentro del pla­
zo conferido al efecto.

Se interesa por e"llo, el amparo declarando la nulidad
de la Sentencia impugnada y de todas las actuaciones
producidas a partir del momento en que se origina la
indefensión._

4. Por providencia de 9 de Junio de 19~3 se acordó,
al amparo del arto 88 LOTC, requerir al Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 3 de Sabadell y a la Se9,ción DeGi- .
mocuarta de la Audiencia Proviflcial de Barcelona para
que remitiesen testimonio del rollo de apelación 522/91
y de los autos del menor cuantía 397/84; por provi­
dencia de 28 de octubre de 1993 se inadmitió el recurso
e interpuesto recurso de súplica por el Ministerio Fiscal
se dejó sin efecto, admitiéndose, a trámite la demanda
e interesándose' del Juzgado el emplazamiento de .las
partes, para que pudieran comparecer en este proceso
constitucional. Por providencia de 18 de julio de 1994,
se acordó dar vista de las' actuaciones a la' Generalidad.
de Cataluña y al Ministerio Fiscal para que,. en el plazo ·
común de veinte días, pudieran presentar las alegaciones
que estimaran procedentes..

5. Por.escrito presentado el 23 de septiembre de
1994, la Generalidad de Cataluña reitera' su petición de
amparo y, en smtesis, argumenta que se ha producido
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
con una evidente indefensión, ya que se han vulnerado
los principios de audiencia bilateral y el principio de con­
tradicción, pues," pese a haberse personado como ape­
lada en el recurso de apelación, no fue citada para el
acto de la vista, 'único momento procesal en el que se
podían .exponer las' alegaciones pertinentes ante la
Audiencia, determinando que se h~ya dict~do una Sen­
tencia que h~ ,revocado la de instancia.

6. Mediante escrito registrado el 13 d~ octubre de
1994, el Fiscal formuló sus alegaciones y solicita la con­
cesión del amparo. Razona que comparecida la Gene­
ralidad mediante escrito presentado en la oficina de
reparto de la Audiencia p'rovincial el día 12 de noviembre
de 1992, por causas desconocidas no se remite inme­
diatamente el.escrito a la Sección Decimocuarta. No
constándole a la Sección Decimocuarta la comparecen­
cia,~transcurridoel término fijado,acuerpa por providen­
ciada 22 de, diciembre de 1992, celebrar la vista sin
citación de la Generalidad, el día 3 de febrero de 1993,
a las' doce, quince horas. Vista que se celebra sin su
presencia, teniéndole por incomparecida en esa alzada.
La Audiencia putts incumplió el deber de oír a las partes
y esta infr~cción tuvo lugar como consecuencia de la
falta de diligencia de la mencionada oficina de reparto
que remitió el escrito de comparecencia' el dfa 23 de
febrero de 1993, siendo recibido por la Sección el 27
de febrero de 1993, fecha posterior a la celebración
de la vista de apelación. Fue en consecuencia la igno­
rancia del órgano judicial acerca de la personación efec­
tuada, y no una actuación o negligencia atribuible a la
parte, lo que o.~asiónóque la Generalidad no fuese citada
a la vjsta del recurso. Caso muy similar conoció el Tri­
bunal Constitucional en el recurso de amparo que resol­
vió la src 131/1992. Aquí como allí había que concluir
que se ha producido una infracción del principio de con­
tradicción procesal, aun admitiendQ como correcta la
actuación de la Audiencia, dado que desconocía el escri­
to de comparecencia, porque a Pesar de ello sólo a los
órganos de' la Administración de Justicia, y no a la hoy
demandante en amparo, resulta imputable la falta d~
citación para la vista. '

7. Por ,providencia de 2 de febrero de 1995, se
fijó para la deliberación y fallo del presente recurso el'
día 6 del, mismo mes y año.

11. 1=undamentos'jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de apelación dictada por la S,ección Deci-

, mocuarta de la, Audiencia Provincial de Barcelona, a la
que se imputa la vulner.ación del derecho a la tutela
judicial" efectiva y la indefe~sión prohibida por el
arto 24. 1 C.E., qUé, según, la demandante se habría pro­
ducido al haberse dictado la Sentencia sin haberla citado
para la vista del recurso, pese a que se personó como
parte apelada dentro del plazo concedido al efecto.

2. En relación con la queja de amparo 'que se invoca
en la demanda, este Tribunal ha declarado reiterada­
mente q~e ,el derecho a la tutela judicial efectiva que
se reconoce en el art. 24 C.E., garantiza el derechp a
acceder al proceso y a lbs recursos legalmente esta;.
blecidos en condiciones de poder, ser oído y ejercitar
la defensa de los derechos e intereses legítimos en un
procedimiento- en él qué se respeten los principios de
b,ilateralidad, contradicción e igualdad de armas proce­
sales. En concreto, este Tribunal ha concedido el amparo
en aquellos casos en los que" habiéndose producido la
personación ant,e el órgano ad quem, por falta de dili­
gencia o error del órgano judicial o por deficiencias en
el funcionamiento de 'la Administración de Justicia, no
se tuvo por parte al comparecido yse dictó I~ Sentencia
de apelación sin haberle citado para la vista de apelación,
pues la falta de citación para este trámite del recurso,

, cuando no sea imputable a la propia desidia, inactividad
o falta de diligencia procesal de la parte afectada, entraña
la privación de un acto esencial para la efectividad'del
principio de contradicción procesal,f)n la fase de recurso,
que impide el ejercicio del derecho de defens'a, dando
lugar con ello a una situación dé, indefensión contraria
alart.' 24C.E.(SSTC 114,'1986, 112/1987, 151/1987,
2 1 1/1 989, 2 12/ 1989, .2 13/ 1989, 13 1/ 1992,
'196/1992, 202/1993, 316/1993, ,3'17/1993,
61/1994).

3. Haciendo aplicación. de la doctrina expuesta al
caso presente es evidente que se ha producido la vio­
lación del derecho alq tutela judicial efectiva determi­
nante de la indEtfensión denunciada. La ahora recurrente
eumplíó diligentemente lá carga de personación ante
la Audiencia Provincial de Barcelona mediante el escrito.
presentado el 12 de noviembre de 1992. A pesar de
ello, la oficina de reparto no dio curso al escrito. que
permaneció en su poder hasta que, con fecha de 25
de feMero de 1993, fue remitido a la Sección Decimo­
cuarta de tam,encionada. Audiencia, cuand,o ya había
·recaído sentencia de apelación. Todo ello,\ ha determi­
nado que el recurso se haya sustanciado sin la, inter-
vención y conocimiento. de la d~mandada y apelada,
debidamente personada, no siendo citada para el tfámite
esencial de ·la ..vista, lo que evidentemente ~e colocó en
una'situación de indefensión originada por el deficiente
funcionamiento de la Administración de Justicia y por
ende directamente imputable, a.los efectos del arto 44.1,
b), LOTC, al órgano judicial que debe ser reparada, por
no existir otro remedio en la vía judiciál ordinaria, median­
te la concesión del amparo solicitado.
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FALLO-

En atención a todo lo expuesto" el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Generalidad de
Cataluña y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho dé la recurrénte a la tutela'
judicial efectiva sin indefensión del'art. 24 C.E. y, en
su consecuencia, e~ derecho a intervenir en la segunda
instancia y a ser citada para la vista de apelación.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de 15 de
febrero de 1993, de la Sección Decimocuarta de la
AudieJlcia Provincial de Barcelona, en el rollo de ape­
laCión 522/91, procedente del juicio de menor cuantía
397/84 del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Sabadell, así como de todas las actuaciones posteriores
a I~ personación de la apelada en el recurso de apelación.

3.° Reponer las actuaciones al momento -inmedia­
tamente posterior adicha,personación.

Publíquese esta Sentencia en el'«Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a seis de febrero de mil novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodr-Íguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende..,....Pedro Cruz Villa­
lón.-Eirmado y rubricado.

6'119 Sala Primera. Sentencia 31/1995, de 6 de
febrero de 1995. Recurso de' amparo
1.938/1993. Contra Sentencia de la Sala de
Iq Social del Tribunal Superiór de Justicia de
Madrid, confirmatoria de la dictada por el Juz­
gado de lo Social núm. 1 de la capital que
condenó a la empresa al pago de determi­
nadas cantidades' sobre \prestación comple­
mentaria de viudedad. Agotamiento de recur-

. sos en la vía judicial: recurso de casación para
la unificación de doctrina.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
.ta ,por don Miguel Ródríguez-Piñero -y Bravo.Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González Regueral,
don Carlos de· la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizabal Allende,' don Pedro

/ Cruz Villalón,.Magistrados, ha pronunciad,o

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ,el recurso de ~tnparo núm. 1.938/93 interpuesto
por «Galerías Preciados, Sociedad Anónima)), represen..; .
tada por el Procurador de los Tribunales don Julio Anto.
nio Tinaquero Herrero y bajo la dirección tlel Letrado
don Bias Sandalia Rueda, contra la Sentencia que la
Sa'a de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid dictóe' 12 de enero de 1993. Han intervenido .
el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado y doña Vicenta,
Reviriego Martín y don Angel Blanco Morales represen- .

. tados por la Procuradora de los Tribunales doña Amparo
Laura Diez Espí con la asistencia del Abogado don Gui­
llermo V~zquezAlvarez, habiendo sido Ponente el Magis­
trado don Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa
el parecer de la Sala.

l. . Antecedentes

1. Por escrito registrado el 22 de abril de 1993
se interpuso el recurso ele ar;nparo del cual se hace mérito
en el encabezamiento, donde se nos dice que en deman- .
da sobre reclamación de cantidad interpuesta por doña
Vicenta Reviriego Martín y don Angel Blanco -Morales
contra «Galerías Preciados, Sociedad Anónima)), 'de
acuerdo con-lo previsto en el texto originario del Regla-'"
mento de Régimen Interior, el Juez de lo Social núm.
1 de Madrid, en Sentencia de 18 de diciembre de 1991,
condenó a la empresa a satisfacer determinadas can­
tidades sobre prestación complementaria de viudedad, .
Sentencia recurrida por «Galerías Preciados, S.A.-)), ante
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid,' que, en Sentencia de 12 -de enero de 1993,
confirmó la recurrida, despu~s de rechazar las excep­
ciones de litispendencia y de prejudicialidad devolutiva
planteadas por estar pendiente de resolución ante la
Sala Tercera del Tribunal Supremo' el recurso de ape­
lación contra la Sentencia de la Audiencia Nacional que
había declarado conforme a Derecho una Resolución
administrativa de 1984 donde se reducían determinadas
prestaciones del Reglamento~deRégimen Interior.

En la demanda de amparo se diceql1f:) la SEmtehcia
de la Sala de lo Social, del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid vulnera el arto 24.1 y 2 de la C.E. porque
no acata la decisión de la Sala T~rcera del Tribunal Supre­
mo, quien está llamada a resolver si son válidos o no
los Acuerdos adoptados por la Dirección General de Tra­
bajo de 8 de febrero de 1984, y posteriormente con­
firmados por el Ministerio de·Trabajo, para en su caso
.acceder o no a la reclamación planteada por el recurren~
te, situación que establecía una conexión inmediata, simi­
lar él la litispendencia. Lejos de respetar al Juez pre­
determinado (el orden contencioso.administrativo), la
Sala de· lo Social entra a conocer de una cuestión que
no pertenece'al orden laboral y que estaba resuelta por
la Sala Te~cera det Supremo. En función de'la doctrina
de este Tribunal Constitucional sobre la incompatibilidad
del. derecho a la tutela judicial con I,a firmeza· de pro.
nunciamientos judiciales contradictorios (SSTC
62/1984 y 158/1985), se afirma que ello hubiera debi­
do ·producir la prejudicialidad prevista en la Ley de Pro.
cedimiento Laboral, compatible con I~ principios cons­
titucionales, fa que. debe suponer su admis.ión a efectos
devolutivos cuando existe un proceso paralelo en el que
se está debatiendo la misma cuestjón. Por último, la
posibilidad de res91uciones contradictorias se ha con­
vertido en realidad, pues mientras la Sentencia. impug­
nada reconoce unos derechos con base en la nulidad
de unas disposiciones'administrativas de la Dirección
General de Trabajó de 8 de febrero de 1984, por haberlo
asr declarado' la Audiencia Nacional en Sentencia de 6
de febrero de 1986, aun cua.ndo la Sala Tercera del
Tribunal SupreQ10 ratificó la legalidad de tales resolu- _
Ciones o disposiciones.

2. La Sección Primera, en providencia de 20 de julio,
admitió a tramite la demanda, requiriendo del Tribunal
Superior de Justicia y del Juzgado de lo Social la remisión
de las actuaciones, con emplazamiento de quienes fue­
ron parte en el mencionado procedimiento para que
pudieran comparecer enaste, si les conviniere. En sendas
p~ovidencias de 27 de julio de 1993 y 7 de marzo de


